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conforme a las necesidades que vienen siendo reclamadas por el Tribunal Superior de Justicia, los 
operadores jurídicos y la misma Consejería de Justicia e Interior”.

En paralelo, además de las actuaciones emprendidas en el escenario andaluz, nos dirigimos a las 
distintas instituciones de los Defensores Autonómicos y al propio Defensor estatal, para impulsar 
medidas acordes con las capacidades reales de las Administraciones competentes en materia de 
Justicia a la hora de aportar los medios personales y materiales efectivos y reales para aplicar los 
refuerzos y apoyos que se definen por el CGPJ.

Y es que se han retrasado las incorporaciones de personal a estos juzgados especializados; 
problemas en sus sedes; renuencias a la hora de aplicar medidas extrajudiciales que eviten el pleito; 
o en algunas prácticas de multiplicar las demandas por cada clausula financiera controvertida, lo 
que replica y reproduce innecesariamente el número de causas cuando pueden ser acumulables al 
derivar de un mismo negocio contractual financiero.

Efectivamente, tal y como se expresaba en las 
situaciones de protesta y demanda de diversos 
colectivos profesionales, los juzgados iniciaron sus 
andaduras con la mitad de la dotación de plantilla 
prevista (dos gestores, dos tramitadores y 1 auxilio). 
Este hecho, sin embargo, viene a ser explicado 
desde las instancias de la Consejería por las 
razones que se aluden respecto de la conveniencia 
de otorgar un plazo de puesta en marcha de cada 
juzgado con la plantilla al completo, centrado en 
la inmediatez del periodo estival y la necesidad 
de atemperar las disponibilidades de recursos 
humanos a la marcha de los propios Juzgados.

Más allá de la certeza de estos factores para 
demorar la dotación completa de personal, 
entendemos que hubiera sido muy útil divulgar esta 
decisión para demorar la plena incorporación de 
la plantilla sobre la base de dicha argumentación. 
Es decir; creemos que la publicidad que generó la 
creación de estos juzgados y la dotación del personal 
previsto aconsejaba también la explicación de esa 
decisión adoptada para no cubrir desde el inicio las 
plantillas anunciadas. Añadimos que, quizás, ello 
no hubiera enervado la protesta sindical y demás 

operadores jurídicos, pero sí evitaría la imagen de carencias o incumplimientos que respondían a una 
decisión ya adoptada para escalonar la incorporación del personal del los nuevos órganos judiciales.

En todo caso, y a la vista de dicha información, la Consejería atendió la cobertura total de las plazas 
propuestas para los juzgados implicados a partir de septiembre, prorrogándose las medidas de 
dotación de personal hasta el 31 de diciembre. Confiamos, pues, que los impulsos y las gestiones de 
estas necesidades acreditadas merezcan el mantenimiento de las dotaciones necesarias para este 
órgano judicial. Para ello, desde esta Institución del Defensor del Pueblo Andaluz se continuarán 
realizando las actuaciones de seguimiento sobre estas particulares medidas.

Desde luego, vamos a continuar prestando la atención que merece este particular reto depositado 
en el maltrecho sistema judicial que mantiene a muchas personas pendientes de lograr la corrección 
judicial sobre los evidentes abusos que se han cometido por las entidades financieras y cuya solución 
se ha dejado, únicamente, en manos de los tribunales.

Transporte a prisiones.
Contribuimos a la mejora de los servicios de transporte público de 
viajeros hasta los centros penitenciarios de la provincia de Sevilla.
Durante 2018 hemos culminado la larga tramitación de la queja 14/4563, motivada por la demanda 
de una asociación para la mejora de los servicios de transporte público de viajeros hasta los centros 
penitenciarios en la provincia de Sevilla. En ella, hemos recabado la intervención de la Consejería 
de Fomento y Vivienda, del Consorcio de Transportes Metropolitanos del área de Sevilla y de los 
ayuntamientos de Morón de la Frontera y Sevilla.

Hemos recibido la información de todas estas administraciones públicas explicando la situación y 
frecuencia de los servicios hasta los respectivos centros penitenciarios y las mejoras introducidas 
para intentar atender las reivindicaciones de las personas que acuden a estos lugares, normalmente 
de escasos recursos económicos, para visitar a sus familiares.

No obstante, formulamos Sugerencia al Consorcio de Transportes Metropolitanos del Área de Sevilla 
para que, con la finalidad de facilitar el contacto entre las personas internas en el Centro Penitenciario 
de Alcalá de Guadaíra y sus familiares, según el régimen de visitas existentes, fueran ampliados 
algunos de los servicios de la línea M-121 de forma que alcancen hasta la zona de acceso al citado 
centro, toda vez que la actual carencia supone desatender de “facto” el mandato de la legislación de 
transportes que obliga a prestar una atención especial a una categoría social desfavorecida como la 
que constituyen los familiares de la población reclusa.
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El consorcio metropolitano manifestó que carecía de disponibilidad de fondos para ampliar esta 
oferta de servicios pero que, no obstante, al estar próxima la fecha de caducidad de la concesión, se 
tendría en cuenta la Sugerencia en la licitación de la nueva concesión.

También formulamos Sugerencia al Ayuntamiento de Morón de la Frontera para que, con la finalidad 
de facilitar el contacto entre las personas internas en el Centro Penitenciario de Morón de la Frontera 
y sus familiares, según el régimen de visitas existentes, se analizara la posible implantación de una 
linea regular de transporte colectivo de viajeros entre el casco urbano de esa localidad y el citado 
centro penitenciario.

Como quiera que el ayuntamiento atravesaba una delicada situación económica, sugerimos 
asimismo que, a los efectos de implantación del servicio y toda vez que el interés perseguido con 
esta actuación trasciende el interés local, se solicitara la colaboración de la Consejería de Fomento 
y Vivienda y de la Diputación Provincial de Sevilla.

En la última comunicación municipal, se nos aclaraba que la alcaldía había llevado a cabo todos los 
contactos oportunos con la Consejería de Fomento y Vivienda y con la Diputación Provincial de Sevilla 

planteándoles su petición de ayuda para 
la mejora del transporte público con el 
centro penitenciario de esa localidad, 
resultando que ambas administraciones 
han sido receptivas ante la problemática 
expuesta, pero sin concretarse en ayuda 
financiera para la implantación del 
servicio. Después se aludía nuevamente 
al estricto plan de ajuste que afecta a 
dicha corporación municipal, por lo que 
se indicaba que seguirá poniendo todo su 
empeño y esfuerzo con objeto de que este 
servicio público pueda verse implantado 
en el más breve plazo posible.

Así las cosas, entendiendo aceptada en 
lo substancial nuestra Resolución y a la 
espera de que la mejora de la situación 
financiera del ayuntamiento permita 
la implementación de este servicio de 
transporte público al centro penitenciario, 
hemos dado por concluidas nuestras 
actuaciones.

Plusvalías.
El lío, lío de la plusvalía.
El Impuesto conocido como “plusvalía” ha sufrido importantes cambios a partir de varias sentencias 
que han modificado su regulación. Los contribuyentes se han movilizado ante las administraciones 
tributarias para poder aprovechar sus efectos beneficiosos.

Este impuesto (Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, IIVTNU) ha provocado 
controversias cuando las ventas de inmuebles se han realizado por menos del valor de la compra 
anterior, sin haber generado ese beneficio. La crisis inmobiliaria ha propiciado muchas de estas 
situaciones de bajadas de precios que han alterado el sentido de este impuesto y se han provocado 
numerosas reclamaciones ante los tribunales. Queremos ofrecer una aclaración de la situación 
actual de la polémica y posibles consejos para atender los derechos de los contribuyentes. En todo 
caso, la complejidad del tema aconseja el apoyo de profesionales que asesoren de manera singular 
cada caso.

¿Cómo actuar en caso de haber liquidado y pagado el 
Impuesto de Plusvalía, si se puede acreditar que no hubo 
incremento de valor?

Si el IIVTNU ya se ha pagado, con antelación a la fecha de 
15 de junio de 2017, los sujetos pasivos podrán reclamar al 
Ayuntamiento la anulación de la liquidación y la devolución 
de las cantidades ingresadas, junto con sus intereses, 
siempre y cuando demuestren -al menos indiciariamente- 
que no hubo incremento de valor.

Para poder reclamar es necesario que no hayan transcurrido 
-desde que se efectuó el pago- los plazos que la Ley 
establece para la prescripción del derecho a presentar 
reclamación.

Dicho plazo varía en función de que haya sido el 
contribuyente quien presentó la autoliquidación del 
impuesto o haya sido el Ayuntamiento el que haya efectuado 
la liquidación del mismo, en función de lo establecido en 
las correspondientes Ordenanzas fiscales.

“El Impuesto conocido 
como “plusvalía” ha 
sufrido importantes 
cambios a partir de 

varias sentencias 
que han modificado 
su regulación. Los 
contribuyentes se 

han movilizado ante 
las administraciones 

tributarias para 
aprovechar sus efectos 

beneficiosos”.
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